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                                                                                                           Concepto No. 5585

Bogotá, D.C., 14 de junio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 2 del artículo 443 del Código Sustantivo del Trabajo.
Demandante: JESÚS ARGEL MONTAGUT SÁNCHEZ
Magistrado Sustanciador: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB

Expediente No. D-9448
Concepto No. 5585
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano JESÚS ARGEL MONTAGUT SÁNCHEZ, contra el numeral 2 del artículo 443 del Código Sustantivo del Trabajo, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

CODIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO
(…)
ARTICULO 433. INICIACION DE CONVERSACIONES. <Artículo modificado por el artículo 27 del Decreto 2351 de 1965. El nuevo texto es el siguiente:>
1. El patrono o la representante, están en la obligación de recibir a los delegados de los trabajadores dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación oportuna del pliego de peticiones para iniciar conversaciones. Si la persona a quién se presentare el pliego considerare que no está autorizada para resolver sobre él debe hacerse autorizar o dar traslado al patrono dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación del pliego, avisándolo así a los trabajadores. En todo caso, la iniciación de las conversaciones en la etapa de arreglo directo no puede diferirse por más de cinco (5) días hábiles a partir de la presentación del pliego.
2. <Numeral modificado por el artículo 21 de la Ley 11 de 1984. El nuevo texto es el siguiente:> El patrono que se niegue o eluda iniciar las conversaciones de arreglo directo dentro del término señalado será sancionado por las autoridades del trabajo con multas equivalentes al monto de cinco (5) a diez (10) veces el salario mínimo mensual más alto por cada día de mora, a favor del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. Para interponer los recursos legales contra las resoluciones de multa, el interesado deberá consignar previamente su valor a órdenes de dicho establecimiento. (Negrilla fuera de texto).
1.
Planteamientos de la demanda

A juicio del demandante, el numeral segundo del artículo 433 del Código Sustantivo del Trabajo vulnera los derechos a la igualdad (art. 13 C.P.) y de defensa de los empleadores, el cual forma parte del debido proceso (art. 29 C.P.), al disponer que para interponer los recursos legales contra las resoluciones sancionatorias expedidas por las autoridades del trabajo, cuando el patrono se haya negado o haya eludido iniciar las conversaciones de arreglo directo del pliego de condiciones presentado por el sindicato, el interesado debe consignar previamente el valor de la multa a órdenes del SENA. 

A criterio del demandante, la disposición acusada “viola el debido proceso, el derecho de defensa que tienen los patrones de las empresas donde existen organizaciones sindicales para interponer los recursos contra los actos administrativos sancionatorios norma procesal (sic), prácticamente impone una sanción económica a los patrones para tener derecho a recurrir a ella…no existe una igualdad en este caso en materia procesal ya que se condiciona la justicia a un determinado grupo de personas en este caso a los PATRONOS, prácticamente obligándolos a una condición económica para acceder a interponer los recursos que le son propios en materia procesal, los cuales deben ser libres y sin ninguna clase de condición como lo plasmó Nuestra Constitución Política de Colombia en los artículos 13 y 29”.

2.
Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si el numeral segundo del artículo 433 del Código Sustantivo del Trabajo vulnera los derechos a la igualdad y al debido proceso, concretamente el derecho de defensa, consagrados en los artículos 13 y 29 superiores, respectivamente, al disponer que para interponer los recursos legales contra las resoluciones sancionatorias expedidas por las autoridades del trabajo, cuando el patrono se haya negado o haya eludido iniciar las conversaciones de arreglo directo, el interesado debe consignar previamente el valor de la multa a órdenes del SENA. 

Sobre el particular el Ministerio Público ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
A pesar de la precariedad argumentativa de la demanda, es fácil deducir que la acusación de inconstitucionalidad recae sobre el numeral segundo del artículo 433 del Código Sustantivo del Trabajo que, a juicio del actor, vulnera los derechos a la igualdad (art. 13 C.P.) y de defensa de los empleadores, el cual forma parte del debido proceso (art. 29 C.P.), al disponer que para interponer los recursos legales contra las resoluciones sancionatorias expedidas por las autoridades del trabajo, cuando el patrono se haya negado o haya eludido iniciar las conversaciones de arreglo directo del pliego de condiciones presentado por el sindicato, el interesado debe consignar previamente el valor de la multa a órdenes del SENA. 

Para resolver el problema jurídico planteado hay que recordar que el numeral primero del artículo 433 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 27 del Decreto 2351 de 1965, establece la obligación del patrono o del representante, de recibir a los delegados de los trabajadores dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación oportuna del pliego de peticiones para iniciar conversaciones y señala que si la persona a quien se presenta el pliego considera que no está autorizada para resolver sobre él, debe hacerse autorizar o dar traslado al patrono dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación del pliego, avisándolo así a los trabajadores. En todo caso, la iniciación de las conversaciones en la etapa de arreglo directo no puede diferirse por más de cinco (5) días hábiles contados a partir de la presentación del pliego.
A juicio del Ministerio Público, el hecho de que la norma disponga que el interesado en interponer los recursos contra el acto a través del cual las autoridades del trabajo imponen la sanción pecuniaria debe consignar su valor a órdenes del SENA, no vulnera el derecho de defensa, pues debe tenerse en cuenta que, por un lado, el patrono tiene, al menos en cuanto a la filosofía que inspira el régimen laboral, una posición económica que le permite cumplir con esa obligación; por el otro, que el bien jurídico que se protege con tales disposiciones es el de la negociación colectiva, institución propia del Estado Social de Derecho y de la república democrática, participativa y pluralista, cuyo ejercicio se constituye en un medio que facilita la participación de los trabajadores en las decisiones que los afectan (artículos 1 y 2 constitucionales). Además, en caso de revocarse la sanción al resolverse el recurso interpuesto, el valor de la multa le debe ser devuelto al patrono, pues ya no existe causa para que el Estado se quede con ese dinero. 

El artículo 55 superior garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley. Tal disposición establece el deber del Estado de “promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo”. 
El numeral cuarto del artículo 53 superior establece que “los convenios internacionales de trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna”; en este orden, es preciso tener en cuenta que el Convenio 154 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Convenio sobre el fomento de la negociación colectiva, 1981”, aprobado por la Ley 524 de 1999 y que forma parte del bloque de constitucionalidad, dispone en su artículo 5 lo siguiente: 

Artículo 5

· 1. Se deberán adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para fomentar la negociación colectiva.

· 2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1 de este artículo deberán tener por objeto que: 

· (a) la negociación colectiva sea posibilitada a todos los empleadores y a todas las categorías de trabajadores de las ramas de actividad a que se aplique el presente Convenio;

· (b) la negociación colectiva sea progresivamente extendida a todas las materias a que se refieren los apartados a), b) y c) del artículo 2 del presente Convenio;

· (c) sea fomentado el establecimiento de reglas de procedimiento convenidas entre las organizaciones de los empleadores y las organizaciones de los trabajadores;

· (d) la negociación colectiva no resulte obstaculizada por la inexistencia de reglas que rijan su desarrollo o la insuficiencia o el carácter impropio de tales reglas; (negrilla fuera de texto).
· (e) los órganos y procedimientos de solución de los conflictos laborales estén concebidos de tal manera que contribuyan a fomentar la negociación colectiva.
Dicho convenio y su ley aprobatoria fuero declarados exequibles por parte de la Corte Constitucional en la sentencia C-161 de 2000, al considerar que se ajustaba al ordenamiento superior. 
La Corte también ha destacado en otros fallos la importancia de la negociación colectiva como instrumento para el logro de la paz y la estabilidad laboral; sobre el particular, en la sentencia C-466 de 2008 dijo lo siguiente:

 “Recuérdese que la negociación colectiva es un elemento que contribuye a mantener la paz social, favorece la estabilidad de las relaciones laborales que pueden verse perturbadas por discusiones no resueltas en el campo laboral, que por este medio, los empleadores (...) y los empleados pueden acordar los ajustes que exigen la modernización y la adopción de nuevas tecnologías, redundando no sólo en mutuo beneficio, sino en el de los habitantes del país, al mejorar la prestación de la función pública que tienen a su cargo los empleados del Estado.” 

Por otra parte, el Legislador, en ejercicio de la facultad de configuración legislativa que le otorga el artículo 150 superior, puede establecer condiciones a la interposición de los recursos contra los actos administrativos sancionatorios de las autoridades del trabajo, en aras de hacer efectivos los derechos de los trabajadores y de proteger la negociación colectiva, como expresión tanto de la libertad sindical, como del derecho fundamental de asociación sindical, consagrado en el artículo 39 de la Carta Política.
Es importante resaltar que la norma no le está negando al interesado el derecho a impugnar el acto administrativo sancionatorio, sino simplemente condicionando la interposición de los recursos a la consignación del valor de la multa, algo que, como se dijo anteriormente, no es imposible de cumplir por parte del patrono, pues tiene la capacidad económica para hacerlo, a diferencia del trabajador quien siendo la parte más vulnerable de la relación laboral, necesita de la negociación colectiva para defender sus derechos. 
Es constitucionalmente viable que el Legislador pueda expedir normas que se caractericen por su proteccionismo hacia la clase trabajadora, tales como las que consagran medidas como la cuestionada, las cuales tienen por objeto proteger el derecho de los trabajadores a una negociación colectiva oportuna y eficaz, que se garantiza mediante la iniciación de las conversaciones de arreglo directo dentro del término fijado por la ley. 
A través de dichas medidas el Legislador pretende superar o compensar de manera real la desigualdad existente entre el trabajador y el empleador, desigualdad generada no solo por su situación económica y social, sino por la posición que cada uno ocupa en la relación laboral, en la que el trabajador es subordinado del patrono y, en consecuencia, la posición de éste último prevalece en la relación jurídica, pudiendo llegar a abusar de ella para evitar o aplazar la negociación colectiva por razones subjetivas, como la conveniencia. Así las cosas, antes que vulnerar el principio de igualdad, la norma cuestionada se ajusta a lo dispuesto en el artículo 13 superior, según el cual es deber del Estado promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, adoptando las medidas en favor de grupos discriminados o marginados, sin que ello riña con el derecho de defensa del patrono.
No cabe duda que es mucho más eficaz la defensa colectiva que la defensa individual de los derechos de los trabajadores, la cual se realiza precisamente por los sindicatos a través de la negociación colectiva, que en algunos casos puede no ser bien vista por los empleadores. Ante tal situación, el Legislador de un Estado social de derecho como el nuestro (art. 1), tiene que diseñar medidas que obliguen al empresario a no negar a los trabajadores el derecho a dicho mecanismo.

Por lo tanto, es imperioso concluir que carecen de fundamento los cuestionamientos presentados por el demandante contra las disposiciones acusadas por la supuesta violación de los derechos a la igualdad y de defensa, como parte del debido proceso.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el numeral 2 del artículo 443 del Código Sustantivo del Trabajo, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,          

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con Funciones de Procuradora General
GMR/MLOvalleB.
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